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VI. EL ARGUMENTO SISTEMÁTICOVI. EL ARGUMENTO SISTEMÁTICOVI. EL ARGUMENTO SISTEMÁTICOVI. EL ARGUMENTO SISTEMÁTICOVI. EL ARGUMENTO SISTEMÁTICO
EN SENTIDO ESTRICTOEN SENTIDO ESTRICTOEN SENTIDO ESTRICTOEN SENTIDO ESTRICTOEN SENTIDO ESTRICTO

Es aquél que, para la atribución de significado a una disposición
tiene en cuenta el contenido de otras normas, su contexto. El funda-
mento de esta apelación y lo que justifica su empleo es, al igual que en
el resto de los argumentos sistemáticos, la idea de que las normas for-
man un sistema que obtiene su coherencia del diseño racional realizado
por el legislador y de los principios que, como consecuencia de ser un
producto racional, lo gobiernan.

Como ya he indicado un poco más arriba, el nudo central de la
interpretación sistemática está en la determinación del contexto de
la disposición objeto de interpretación que se va a considerar rele-
vante para la atribución de significado. Es obvio que una sistemati-
zación o contextualización más amplia o más restringida puede
conducir a resultados diferentes, pero el problema surge ante la au-
sencia de criterios para conocer dónde comienza y dónde termina el
contexto o el sistema pertinente para una atribución de significado
o, con otras palabras, para saber qué textos legales, artículos o apar-
tados es preciso armonizar, acercar o combinar.

Ante esa ausencia de criterios, las respuestas doctrinales a estas
preguntas son de lo más variado. Una amplia mayoría se refieren
simplemente “al contexto”, pero a la hora de concretar en qué con-
siste las posturas divergen. En primer lugar, en cuanto a las relacio-
nes que la disposición que va a ser interpretada mantiene con las
demás de su ámbito, para unos es puramente estática, de ubicación
material, por lo que el argumento sistemático en sentido estricto
no se diferenciaría del argumento sedes materiae. La opinión mayo-
ritaria, sin embargo, entiende que esa relación es dinámica, es de-
cir, se considera que dentro del contexto las distintas disposiciones
se interrelacionan y cada una de ellas debe ser entendida en función
de las demás. En segundo lugar, también son variadas las posturas
doctrinales respecto a qué requisitos se deben exigir a ese contexto y
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a qué amplitud debe tomarse en consideración. Hay quien mantie-
ne que entre todas las disposiciones integrantes del ámbito jurídico
pertinente para una interpretación sistemática debe existir una cier-
ta identidad en la materia, de tal forma que sólo normas pertene-
cientes a la misma o análoga materia pueden constituirse en contexto
de una disposición; pero en general los autores prefieren ser des-
criptivos, neutros o vagos. Estas últimas posturas son, seguramen-
te, el reflejo de la dificultad de precisar el contexto que debe tomarse
en consideración para la interpretación sistemática de una disposi-
ción. No hay criterios fijados al respecto y se puede ir desde el mis-
mo apartado de un artículo a la totalidad del ordenamiento jurídico.

Es preciso advertir, por último, que la argumentación sistemática
puede convertirse en una interpretación de interpretaciones, es decir,
que se asigne un significado a cada enunciado aisladamente y luego se
combinen esos significados o, dicho de otro modo, las normas jurídicas
que expresan, con la finalidad de obtener nueva información interpre-
tativa. Sobra decir que en ese caso será necesario, en primer lugar, jus-
tificar esas iniciales atribuciones de significado de cada enunciado, sin
que la posterior argumentación sistemática deba esconder esas previas
operaciones.

En la jurisprudencia del Tribunal Electoral se ha hecho un uso
profuso de este medio de interpretación cumpliendo de ese modo
la regulación en materia de interpretación electoral. No obstante,
el uso de lo que estoy denominando argumento sistemático en sen-
tido estricto no es unívoco, siendo también un instrumento
interpretativo multifuncional. En las decisiones de la Sala Superior
pueden identificarse, al menos, ocho usos diferentes del argumen-
to, sin contar lo que podría denominarse el “uso habitual” del crite-
rio sistemático, es decir, con la finalidad de determinar el significado
de un enunciado:

a) Para determinar el significado de varios enunciados conjuntamente,
combinándolos entre sí, unos por los otros:
“Conforme a la interpretación sistemática de los artículos 41, párra-
fo segundo, fracción I, y 99, párrafo cuarto, fracción IV, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los
artículos 10, apartado 1, inciso b); y 86, apartado 1, de la Ley
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General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electo-
ral, los elementos necesarios para deducir las acciones tuitivas de
intereses difusos por los partidos políticos son: …”

[S3ELJ 10/2005]

b) Para reconstruir la norma jurídica completa (la regla más sus
excepciones:
“De conformidad con el artículo 99, párrafos primero y cuarto, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación es, con excepción de lo
dispuesto en la fracción II del artículo 105 del mismo ordenamiento, la
máxima autoridad jurisdiccional en la materia.”

[S3ELJ 19/2004]

c) Para identificar la voluntad del legislador:
“De una interpretación sistemática de los artículos 77 y 82-1 de la Cons-
titución Política del Estado de Campeche y 213, 214 y 215, párrafos 6 y
7, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Es-
tado de Campeche, se desprende que el Constituyente local siempre
distinguió los actos de elegir, designar y confirmar a los magistrados y
jueces electorales por lo que, cuando se refirió al acto de elección, esta-
bleció la forma de votación calificada de las dos terceras partes de los
miembros presentes en el Congreso; prevención que no impuso al refe-
rirse al acto de confirmación de dichos funcionarios. Por otra parte, el
legislador ordinario distinguió también, por un lado, los actos de elec-
ción y de designación y, por otro, el de confirmación. El artículo 215 de
dicha ley electoral, en sus párrafos 6 y 7 evidencia esa distinción. Por
tanto, no existe razón cuando se pretenden identificar los conceptos de
elección y designación con el de confirmación, puesto que, como se ha
visto, la interpretación gramatical y sistemática de los preceptos consti-
tucionales y legales atinentes conduce a considerar que los conceptos
son distintos, además de que cada uno de ellos descansa sobre una base
diferente. La manera en que se encuentran reguladas la elección y la
designación, por un lado, y por otro, la confirmación de magistrados y
jueces electorales, provoca que no pueda aceptarse la identidad de los
términos. De la simple lectura de los artículos que han sido menciona-
dos se constata que el legislador utilizó las palabras elegir, designar y

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/6rfdkR

DR © 2006. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
http://portal.te.gob.mx/



La
 a

rg
um

en
ta

ci
ón

 in
te

rp
re

ta
tiv

a 
en

 la
 ju

st
ic

ia
 e

le
ct

or
al

 m
ex

ic
an

a

122

confirmar, en su acepción común, sin darles un sentido distinto pues,
para poder elegir a una persona para el cargo de magistrado o juez
electoral, se le debe escoger o preferir de entre varias, respecto de las
cuales se verifica previamente que satisficieron los requisitos constitu-
cionales y legales. De ese grupo, el órgano legislativo escoge a las perso-
nas que estima más aptas para desempeñar el puesto. De ahí que ese
conjunto de actuaciones implique una elección. Una vez que el cuerpo
legislativo ha elegido, procede a designar a las personas que resultan
electas, esto es, las nombra para desempeñar el cargo correspondiente.
En cambio, el acto de confirmación en el cargo no implica una elección
seguida de una designación, porque el magistrado de la Sala Adminis-
trativa o el juez electoral ya cuentan con esas calidades y, en tal virtud,
han desempeñado la función jurisdiccional electoral. La simple circuns-
tancia de que el Pleno del Tribunal solicite la confirmación refuerza la
presunción iuris tantum de que el funcionario judicial no sólo es apto
para desempeñar el puesto, sino que la función se ha desempeñado con
eficiencia y a satisfacción del cuerpo judicial solicitante. Al respecto, lo
que el órgano legislativo hace es revalidar lo ya aprobado por él mismo
tiempo atrás, es decir, da firmeza o seguridad al cargo que ya han veni-
do desempeñando; tan es así, que al momento de ser confirmados en el
cargo, los magistrados de la Sala Administrativa y los jueces electorales
adquieren por disposición legal, la calidad de inamovibles.”

[S3ELJ 20/2003]

d) Para confirmar una interpretación gramatical:
“La correcta interpretación de las fracciones II, III, IV; así como la
parte final de la fracción I, todas del artículo 97 de la Constitución
Política del Estado de Guerrero, lleva a concluir que no necesariamente
se tienen que asignar el número de regidurías fijadas en los citados
preceptos, pues lo que estableció fue un límite o tope al otorgamiento
de las regidurías. La interpretación gramatical permite arribar a la an-
terior conclusión, toda vez que en los preceptos interpretados, el legis-
lador local antes de precisar el número de regidores que se podrían
asignar en cada municipio, de acuerdo a su población, utilizó la prepo-
sición hasta, que según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua
Española, significa límite o fin de tiempo, cosas o cantidades; lo que
quiere decir que dicho legislador al introducir el elemento gramatical
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señaló que, en ningún caso, la asignación de regidurías podía rebasar
los límites de las cantidades establecidas en el propio texto constitu-
cional, lo cual en modo alguno significa, que necesariamente se ten-
gan que asignar las regidurías agotando las cantidades o cifras que se
establecieron como topes o límites; pues es evidente que si la inten-
ción del legislador local hubiera sido que necesariamente se otorguen
todas las regidurías establecidas en el artículo en comento, le hubiera
bastado con establecer que se asignarían: 28 regidores, 12 regidores,
8 regidores y 6 regidores; es decir, ni un regidor más, pero tampoco
un regidor menos. Con la interpretación sistemática del artículo 97,
se arriba a la misma conclusión, dado que la estructura de la fórmula
de asignación establecida por dicho legislador, existe la posibilidad
de que no necesariamente se otorguen todas las regidurías, por lo
siguiente: una vez que se ha hecho la asignación de los regidores
conforme a lo dispuesto por los incisos a) y b) de la fracción IV, del
artículo 97 de la Constitución local (50% de las regidurías para el
partido con la mayoría de votos, y 25% para el segundo lugar, que
además tenga la cuarta parte de la votación), la asignación del 25%
restante se hace en términos del inciso c) de la fracción IV, del artícu-
lo 97 de la Constitución local, precepto que es desarrollado por el
artículo 17, párrafo tercero, del Código Electoral del Estado de Gue-
rrero; el que en su inciso b) dispone que la asignación se hará confor-
me al sistema de representación mínima. El inciso c) del artículo en
cita, proporciona un elemento significativo que pone de manifiesto,
que al hacerse la asignación no necesariamente debe quedar colmado
el tope de regidurías previsto, pues establece que una vez que se han
repartido regidurías por el principio de representación mínima y se
ha descontado de la votación de los partidos políticos el valor de la
regiduría asignada, y queden todavía regidurías pendientes de asig-
nar, se otorgarán al partido o coalición con mayor número de votos
sobrantes, siempre y cuando este resto equivalga al 1.5% de la vota-
ción válida, disposición que aplicada a contrario sensu implica que
cuando el resto de votos no equivalga al 1.5% de la votación válida,
no se hará la asignación de las regidurías restantes.”

[S3ELJ 48/2002]

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/6rfdkR

DR © 2006. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
http://portal.te.gob.mx/



La
 a

rg
um

en
ta

ci
ón

 in
te

rp
re

ta
tiv

a 
en

 la
 ju

st
ic

ia
 e

le
ct

or
al

 m
ex

ic
an

a

124

e) Para establecer la finalidad o los objetivos de una regulación:
“De la interpretación sistemática de los artículos 41, párrafo segun-
do, fracción IV, y 99, párrafo cuarto, fracción V, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 3, párrafo 1; 9, párrafo
3; 11, párrafo 1, inciso b); 25, y 84, párrafo 1, incisos a) y b), de la
Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral, se desprende que uno de los objetivos o fines de los medios
de impugnación en materia electoral, consiste en establecer y decla-
rar el derecho en forma definitiva.”

[S3ELJ 13/2004]

f) Para obtener la identificación de un principio:
“Conforme a una interpretación sistemática y funcional del artículo
115, fracción I, párrafos segundo y quinto, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, el principio de no reelección no es
aplicable para cargos que en la ley no estén comprendidos dentro de los
que deben surgir de elecciones democráticas.”

[S3ELJ 20/2003]

g) Para corregir una interpretación aislada:
“Al tipo de financiamiento previsto por el artículo 41, fracción II,
inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, no tienen derecho todos los partidos políticos nacionales por el
solo hecho de contar con registro, sino que tal beneficio es exclusivo
de aquéllos que contendieron en los últimos comicios y obtuvieron
por lo menos el dos por ciento de la votación en alguna de las eleccio-
nes federales ordinarias para diputados, senadores o Presidente de la
República, y que de esa manera lograron conservar su registro; habi-
da cuenta que la disposición contenida en el citado inciso a), no debe
interpretarse en forma aislada, sino en su contexto, esto es, integrada
con el segundo párrafo de la referida fracción II, que precisamente se
refiere a los partidos políticos que hayan logrado mantener su registro
después de cada elección.”

[S3ELJ 13/2001]
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h) Para crear una nueva norma no expresada por ninguno
de los enunciados combinados aisladamente:
“La interpretación sistemática de los artículos 14, 41, párrafo se-
gundo, fracciones III y IV, y 116, fracción IV, inciso d), de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pone de
manifiesto que la garantía de audiencia y el derecho que tienen
los partidos políticos para participar en la preparación, desarrollo
y vigilancia de los procesos electorales, trasciende a la sustanciación
de los medios de impugnación en materia electoral, de tal suerte
que si los órganos electorales administrativos ante los cuales se
ejerza tal atribución no atienden a las peticiones debidamente
fundadas que los representantes partidistas formulen en relación
con los actos y resoluciones emitidos durante las diversas fases del
proceso electoral general y, en particular, en lo concerniente a la
repetición del escrutinio y cómputo por el consejo electoral com-
petente, al promover el respectivo medio de impugnación, tanto
el partido político actor como el tercero interesado conservan esa
importante atribución de vigilancia de la efectividad del sufragio
y, por tanto, pueden ejercerla ante el órgano jurisdiccional del
conocimiento, de lo que resulta que si durante la secuela procesal
se hace necesario abrir los paquetes electorales, con objeto de
reparar la violación alegada, deben ser citados a la diligencia res-
pectiva los partidos políticos que sean parte en el proceso a efecto
de que formulen las observaciones que estimen pertinentes. En
consecuencia, carecerá de eficacia jurídica alguna, la diligencia de
apertura de paquetes electorales, si se realiza en contravención a
las disposiciones constitucionales mencionadas.”

[S3ELJ 21/2004]
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